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DEFENSORÍA DEL PUEBLO

“AÑO INTERNACIONAL DE LOS SUELOS”

                                                            
INFORME

De la Defensoría del Pueblo de la República del Paraguay relacionado con el seguimiento de la aplicación del Plan de Acción Internacional de Madrid sobre el Envejecimiento.
I. INTRODUCCIÓN.
 1. La Defensoría del Pueblo de Paraguay presenta este Informe en relación al Cuestionario elaborado por la Experta Independiente recibido a efectos de formular informaciones sobre la aplicación del PAIME y si ha mejorado el disfrute de los derechos humanos por las personas de edad.

II- INFORMACIÓN SOBRE EL PRESENTE CUESTIONARIO
Pregunta 1: 

Cuál es el papel de la organización? Su organización participa en la aplicación del  PAIME o de su monitoreo?

La Defensoría del Pueblo es una institución creada por la Constitución Nacional de 1992 y por la Ley Orgánica N° 631/95, como Institución nacional de Derechos Humanos tiene como funciones la defensa de los derechos humanos, la canalización de los reclamos populares y la protección de los intereses comunitarios. 

En el marco de sus atribuciones forma parte de la aplicación del PAIME y de sus monitoreos.  

ARTÍCULO 276 C.N. -  DEL DEFENSOR DEL PUEBLO 

El Defensor del Pueblo es un comisionado parlamentario cuyas funciones son la defensa de los derechos humanos, la canalización de reclamos populares y la profesión de los intereses comunitarios. En ningún caso tendrá función judicial ni competencia ejecutiva.

ARTICULO 279 C.N. -  DE LOS DEBERES Y DE LAS ATRIBUCIONES 

1. Recibir e investigar denuncias, quejas y reclamos contra violaciones de los derechos humanos y otros hechos que establecen esta Constitución y la ley. 
          
2. Requerir de las autoridades en sus diversos niveles, incluyendo los de los órganos policiales y los de seguridad en general, información para el mejor ejercicio de sus funciones, sin que pueda oponérsele reserva alguna. Podrá acceder a los sitios donde se denuncie la comisión de tales hechos. Es también de su competencia actuar de oficio; 
3. Emitir censura pública por actos o comportamientos contrarios a los derechos humanos; 
4. Informar anualmente de sus gestiones a las Cámaras del Congreso; 
           5. Elaborar y divulgar informes sobre la situación de los derechos humanos que, a su juicio, requieran pronta atención pública, y 
     
6. Los demás deberes y atribuciones que fije la ley. 

En el marco de aplicación del PAIME, la Defensoría del Pueblo a través de las directrices, eleva diversas recomendaciones a las Instituciones encargadas de las ejecuciones de políticas públicas que deben ser tomadas en cuenta, para el mejoramiento del desarrollo y la calidad de vida de los adultos mayores. 
La Defensoría del Pueblo se encuentra organizada estructuralmente en Departamentos responsables de aspectos específicos en materia de Derechos Humanos, de entre los cuales se encuentra el departamento de Adultos Mayores, esa área es la responsable de asistir, orientar y acompañar e incluso intervenir de oficio en los casos que ameriten canalizar los reclamos de los Adultos Mayores. Tal es así que el Departamento de Adultos Mayores realiza intervenciones, en los siguientes casos:

· Solicita a las Juntas Municipales, a los efectos de datos estadísticos, la realización de la inscripción de los adultos mayores de cada municipio, apoyado por una campaña de difusión.

· La Defensoría del Pueblo, en el marco de sus atribuciones, solicita y realiza en representación de los Adultos Mayores solicitantes, el seguimiento de cada solicitud  de pensión a fin de que sean efectivamente incluidos en el listado de beneficiarios de la pensión prevista ante la Dirección General de Pensiones no contributivas y a la Unidad de Economía Social del Ministerio de Hacienda.

· Recomienda y en casos específicos urge  asistencia de salud integral para los adultos mayores en todos los Centros Asistenciales de Salud. 
· En el marco de la Mediación, solicita la disponibilidad de albergues para adultos mayores en situación de abandono en los hogares públicos y/o privados, además de recomendar a las Instituciones pertinentes la creación de más albergues, debido a que las existentes actualmente se encuentran superpobladas. 
· Elevar recomendaciones y acompañar el cumplimiento ante hospitales geriátricos y centros de salud, en el marco del respeto y veneración por la dignidad en la asistencia de las personas adultas mayores.

· Mediar ante conflictos familiares, trabajando con el Centro de Mediación de la Universidad Católica, ante problemas de hijos que quieren hacerse cargo de sus padres.

· Presentación de Recursos de Amparo en los casos que amerite. 

Pregunta 2:

¿Se ha integrado un enfoque basado en los derechos humanos en el marco de la aplicación del PAIME en su país? Si es el caso, ¿Cómo eso se tradujo en políticas concretas y acciones normativas? ¿Existe algún mecanismo para monitorear y evaluar el impacto de la aplicación del PAIME en el disfrute de todos los derechos humanos por parte de las personas de edad?
            El marco de aplicación del PAIME propiamente dicho no se ha instituido en el país como tal, si bien las directrices contenidas en las recomendaciones del plan se encuentran dentro del Plan Nacional de Desarrollo, así como de las políticas públicas gubernamentales.

           Asimismo, cabe mencionar que el Marco Legal a nivel nacional se encuentra integrado por:

            CONSTITUCIÓN NACIONAL Y ADULTO MAYOR

 La Constitución Nacional es la ley fundamental o Carta Magna del país que establece la jerarquía legal, en el ordenamiento jurídico interno. La Constitución Nacional, promulgada en el año 1992, preceptúa el reconocimiento y garantía de los Derechos Humanos, específicamente en los Art. 6 DE LA CALIDAD DE VIDA: “La calidad de vida será promovida por el Estado mediante planes y políticas que reconozcan factores condicionantes, tales como la extrema pobreza y los impedimentos de la discapacidad o de la edad….

Art. 57 DE LA TERCERA EDAD, dispone: “Toda persona en la tercera edad tiene derecho a una protección integral. La familia, la sociedad y los poderes públicos promoverán su bienestar mediante servicios sociales que se ocupen de sus necesidades de alimentación, salud, vivienda, cultura y ocio”.
             Leyes Nacionales y Adulto Mayor

              En la legislación nacional, la Ley No 1.885/02 de las Personas Adultas Mayores, tiene por finalidad tutelar los derechos e intereses de las personas de la tercera edad, entendiéndose por tal los mayores de 60 años. Es la que sienta las bases para el desarrollo y la implementación de las políticas y estrategias públicas en ese sector a través del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social, creándose para su efecto la Dirección de Adultos Mayores. Así como se encuentra dentro de las normativas vigentes la obligación de los parientes a la prestación de alimentos a las personas de la Tercera Edad, conforme al Código Civil y la competencia de los jueces de Paz para entender en dichos juicios.

              Igualmente, establece la prioridad en la atención a la salud, vivienda, alimentación, transporte, educación, entretenimiento y ocupación, así como en la percepción oportuna de sus haberes, si los tuviere. Gozarán del pleno ejercicio de sus derechos civiles, comerciales y laborales en igualdad de condiciones con los demás sujetos, sin que la edad constituya impedimento alguno para contraer obligaciones ante terceros.

           Decreto Reglamentario Nº 10.068/07 de la Ley Nº 1.885/02

            El Decreto No 10.068 del 02 de marzo 2007, constituye la reglamentación de la Ley N° 1.885/02, DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES, que crea la Dirección de Adultos Mayores dependiente de la Dirección General de Bienestar Social del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social. Sus funciones principales:

           a) Elaborar normas y ejecutar las acciones destinadas al cumplimiento de la Ley 1.885/02 y su reglamentación.

           b) Controlar las Actividades de las entidades públicas y privadas, observando personas de la tercera edad.

           c) Elaborar políticas de Protección Integral a la Persona Adulta Mayor.

           d) Controlar y supervisar en forma periódica la aplicación de la Política de Atención a la Persona Adulta Mayor.

           e) Promover la vinculación con Organismos nacionales e internacionales y en general, con toda institución o persona, celebrando con los mismos, contratos o convenios destinados a fortalecer la Política General de Atención a la persona Adulta Mayor.

           f) Asesorar a los entes públicos y privados en cuanto al objeto de la Ley 1.885/02 y su reglamentación.

           Ley Nº 3.728/09, Derecho de Pensión de Adultos Mayores en situación de pobreza.

           Esta ley, establece la pensión o subsidio estatal a los adultos mayores en situación de pobreza. Recibirán pensión del Estado no menor a la cuarta parte del salario mínimo vigente:

          1. Todo paraguayo natural;

          2. Mayor de sesenta y cinco años de edad;

          3. En situación de pobreza;

          4. Residente en el territorio nacional.

            Decreto Nº 4.542/2010, Que reglamenta la Ley Nº 3.728/09, Que establece el cobro de pensión de los Adultos Mayores en Situación de Pobreza

           Dentro del mencionado Decreto, se establecen las siguientes Definiciones:

            a) Pensionado o beneficiario: personas mayores de 65 años de edad beneficiarios de la Pensión Alimentaria establecida por Ley No 3728/09.

            b) Pobreza: a los efectos de la presente reglamentación, se entenderá por pobreza al conjunto de carencias y limitaciones que inciden negativamente en las condiciones de vida de las personas y de los grupos sociales. La misma se manifiesta fundamentalmente en términos de privación de los satisfactores de las necesidades básicas tales como alimentación, salud, educación, agua potable, servicios sanitarios y de energía, entre otros, debido a la insuficiencia de ingresos, de capacidades o de activos materiales y sociales, es decir son pobres aquellas personas que pertenecen a hogares que no alcanzan una calidad de vida promedio en las dimensiones establecidas en el Índice de Calidad de Vida.

           c) ICV: Índice de Calidad de Vida, es un instrumento que ordena los hogares según la calidad de vida que alcanzaron sus miembros, a partir de la aplicación de la Ficha Hogar.

           d) Ficha Hogar, es la ficha utilizada para la selección de beneficiarios, cuyo formato ha sido aprobado por Decreto No 3866/10.

          Fondo de Pensión Alimentaria

           a) El Fondo de Pensión Alimentaria para Personas Adultas Mayores en situación de pobreza tiene por objeto financiar el pago de pensión otorgada en carácter de subsidio.

           b) El Fondo de Pensión Alimentaria de Personas Adultas Mayores estará financiado por Recursos asignados en el Presupuesto General de la Nación.

           c) Los recursos señalados, deberán ingresar a la cuenta del fondo y su utilización estará destinada única y exclusivamente al pago de la pensión alimentaria en carácter de subsidio a los adultos mayores de 65 años en situación de pobreza y a los gastos administrativos que dicho pago genere.

           d) La administración del fondo estará a cargo del Ministerio de Hacienda a través de la Dirección de Pensiones No Contributiva.

           Decreto Nº 4.876/10, que Modifica los Arts. 7 y 11 y se deroga el Art. 8 del Decreto Nº 4.542/2010, Por el cual se reglamenta la Ley Nº 3.728/09.

           Esta disposición resulta de suma importancia, ya que reajusta algunas disposiciones del Decreto No 4.542/2010, “Por el que se establece el Derecho a la Pensión Alimentaria para las personas adultas mayores en situación de pobreza”, a fin de operativizar la aplicación del Decreto 4.542/10, con el fin de que el Estado cumpla el cometido dispuesto en la Ley No 3.728/09, de establecer una asignación pecuniaria en carácter de subsidio a los adultos mayores de escasos recursos económicos, para poder afrontar con esta ayuda las últimas etapas de su vida en condiciones favorables. 
En su Artículo 1, modifica los artículos 7 y 11 del Decreto N° 4.542/10, quedando redactado como sigue: Para los fines del reconocimiento del derecho al beneficio de la Pensión Alimentaria contemplada en la Ley No 3.728/09, y ser sujeto de la misma, el adulto mayor deberá cumplir con los siguientes requisitos:

        a) Tener sesenta y cinco años (65) de edad cumplidos o más;

        b) Ser de nacionalidad paraguaya natural;

        c) Fijar domicilio en el territorio paraguayo;

        d) Contar con la aplicación de la Ficha Hogar de cuyo resultado surja el rango de ICV que lo califique en situación de pobreza y lo habilite a ser beneficiario del subsidio. El valor del ICV, tendrá validez de 5 años;

       e) No poseer deudas con el Estado;

       f) No percibir cualquier beneficio económico en el ámbito de la Seguridad Social (seguro social, no incluye seguro médico); no percibir ingresos provenientes del sector público o privado, tales como sueldos, jubilaciones, pensiones, transferencias condicionadas o cualquier otro tipo de remuneración proveniente de otros sectores;

     g) Aceptar las obligaciones establecidas en la ley y su reglamento;

     h) No estar en cumplimiento o tener pendiente de cumplimiento sentencia condenatoria firme y ejecutoriada;

     i) Firmar el formulario en carácter de declaración jurada.

         Art. 11. Para los fines de identificación de la persona adulta mayor y la acreditación de los requisitos establecidos en el artículo 7, en este Decreto, los potenciales beneficiarios, deben presentar los siguientes documentos:

       -  cedula de identidad vigente y fotocopia;

       -  certificado de vida y residencia de la Comisaria o Juzgado de Paz de la

       - Jurisdicción del beneficiario;

       - Formulario en carácter de Declaración Jurada.

Pregunta 3:

¿Ha tomado en consideración las distintas necesidades de los diferentes grupos de personas de edad en proceso de aplicación del PAIME? Si es el caso, ¿Cómo fueron incorporadas sus necesidades en  la aplicación del PAIME?
           Según las encuestas realizadas por la Dirección General de Estadística, Encuestas y Censo (DGEEC) en el año 2012, se estima la población paraguaya a 6.672.631 de habitantes. De esa cifra, 6,1% se refieren a Adultos Mayores de 65 años (183.440 hombres / 211.663 mujeres). Donde el 26 % de Adultos Mayores en Paraguay son analfabetos, de los cuales la población femenina está en desventaja educativa. Y de esa cantidad, 95% son mujeres Indígenas – 80.000 adultos mayores son indigentes: no cuentan con ningún ingreso, jubilación ni pensión.
          31.000 (7,8%) Adultos Mayores reciben pensión del Ministerio de Hacienda, 37% de los Adultos Mayores de 75 años son analfabetos – la población de adultos mayores de 60 años representa el 7,3 % de la población total concentrada en un 58 % en el área urbana y 42 % en el área rural. 

         Muchos de ellos están en total estado de dependencia y/o abandono por parte de su familia y del Estado. Además, la Administración Pública y empresas privadas tienden a prescindir de los servicios de personas con 60 años de edad para adelante encontrarse, muchos de ellos, sin los aportes necesarios para una jubilación digna. 
             DESDE EL  PUNTO DE VISTA CONSTITUCIONAL Y  LEGAL
            La Constitución paraguaya del 1992 dispone que “Toda persona en la tercera edad tiene derecho a una protección integral. Debe promoverse su bienestar mediante servicios  sociales que se ocupen de sus necesidades de alimentación, salud, vivienda, cultura y ocio”, Art. 57. Y, los poderes públicos promoverán la calidad de vida de los(as) mismos(as) mediante planes y políticas  que reconozcan factores condicionantes, tales como la extrema pobreza o la edad.

           En cuanto a la protección laboral, el artículo 92 “De la retribución del trabajo” de la Constitución Nacional, consagra el derecho del trabajador a tener una remuneración que le asegure una vida digna junto con su familia. Específicamente, para las personas adultas mayores, la Ley N° 213/93 que establece el código del trabajo y consagra el derecho al trabajo de las personas adultas mayores y declara nulas las cláusulas en los contratos que supongan una discriminación salarial por razones de edad.

            En el año 2002, se hizo efectiva la promulgación de la Ley N° 1885/02 “De las personas adultas” cuya principal finalidad es tutelar los derechos de las personas adultas mayores. El texto establece como obligación estatal:” Concurrir al logro del bienestar social de las personas de la tercera edad, garantizando el ejercicio de sus derechos, y velando para que aquellos que se encuentren en situación de vulnerabilidad, carezcan de familia o se encuentren abandonados sean ubicados en lugares públicos o privados y se les ofrezcan programas de servicios sociales intermedios”, art. 4. Se establece que el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social es el órgano estatal que tendrá a su cargo la aplicación de dicha ley y el cumplimiento de las funciones emanadas de ella.
             El 2 de marzo de 2007, mediante Decreto No. 10068 que reglamenta la Ley 1885/7, se creó la Dirección de Adultos Mayores, dependiente del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social, cuya responsabilidad es la de elaborar políticas de protección integral para las personas adultas mayores, principalmente de aquellas que padecen condiciones de extremas necesidades.  En dicha reglamentación se establecieron las directrices para permitir la participación de la sociedad civil organizada, a través de la integración del Comité Consultivo y Enlace de los Adultos Mayores como parte de la estructura organizacional de la Dirección del Adulto Mayor.

             El 24 de agosto de 2009, la Ley N° 3728 institucionalizó la “pensión alimentaria para Adultos Mayores en situación de pobreza”. Su finalidad es otorgar a las personas adultas mayores de 65 años y más en situación de pobreza, una pensión alimentaria mensual, correspondiente al 25% del salario mínimo vigente, para poder afrontar con esta ayuda las últimas etapas de su vida en condiciones favorables a través de la autonomía económica desde una perspectiva  de derecho. El Ministerio de Hacienda es la institución encargada de su administración y aplicación. La ley posee cuatro Decretos Reglamentarios para su aplicación en el ámbito no indígena y tres Resoluciones:

· Decretos N°4542/10, 4876/10, 8334/12 y 9664/12

·  Resoluciones 254/10, 122/11 y 310/12

En el sector indígena, la Ley en cuestión posee tres Decretos y dos Resoluciones:

· Decretos N°6813/11, 7096/11 y 7595/11

· Resoluciones 122/11 y 341/11.

Pregunta 4:
¿Han sido las personas de edad informadas sobre el PAIME? Si es el caso, ¿Cómo las personas de edad han participado en la aplicación del PAIME, incluso en la toma de decisión acerca de su aplicación?

            Institucionalmente se debe reconocer que las  personas de edad no han sido oportunamente informadas sobre el concepto, contenido y alcance del PAIME, y consecuentemente no participan en la aplicación ni en la toma de decisiones del mismo, no obstante cabe señalar, que un significativo número de Adultos Mayores reciben directamente los beneficios otorgados por las instituciones comprometidas con las políticas públicas para el mejoramiento de su calidad de vida. 

Pregunta 5:

¿Qué impacto ha tenido la aplicación del PAIME, en la igualdad y la no discriminación de personas de edad?

            El impacto del PAIME, se puede observar implícitamente en la legislación nacional, detalladas ut supra, específicamente en la aplicación de la Ley No 1.885/02 de las Personas Adultas Mayores, del Decreto Reglamentario Nº 10.068/07 de la Ley Nº 1.885/02. 
          El Decreto No 10.068, Reglamentación de la LEY 1.885/02, DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES, del 2 de marzo 2007, que crea la Dirección de Adultos Mayores dependiente de la Dirección General de Bienestar Social, del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social. 
Pregunta 6:

¿Qué impacto ha tenido la aplicación del PAIME, en el cumplimiento del derecho de las personas de edad a un nivel de vida adecuado?

          Las Instituciones públicas, responsables de las políticas de apoyo a las personas adultas mayores, comprometidas en la promoción y defensa de los derechos de las mismas, según su competencia son las siguientes:

           El Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social, Dirección de Adultos Mayores, competente para buscar el mejoramiento de la calidad de vida de este grupo poblacional, con un programa de medicamentos para personas mayores de 60 años.

          El propio Ministerio de Salud con la SENAVITAT dentro de un programa de vivienda para adultos mayores a través de un convenio en el marco de un programa de participación social y gestión comunitaria; Un programa de atención a personas mayores víctimas de abusos, maltratos, abandono, soledad y situación de calle; Programa Centro Iberoamericano para la autonomía personal y ayudas técnicas (CIAPAT-Capítulo Paraguay); Programa de desarrollo de la estructura nacional de personas adultas mayores, de gobierno y de la sociedad civil; Programa de desarrollo cultural, deporte y recreación; Programa de capacitación de cuidadores y autocuidado de personas adultas mayores; Programa mayores emprendedores y el Programa de alfabetización de personas adultas mayores.

            En observación  a los programas que anteceden, para obtener información sobre los diferentes trabajos supra mencionados, lamentablemente existe poca información para acceder a los beneficios, por la excesiva burocracia y la desinformación de la institución encargada. 

           Además existen las Unidades de salud de la familia (USF) y una dirección Bucodental. También la Dirección de Salud Ocular que realiza tratamientos quirúrgicos gratuitos de cataratas y facilita lentes sin costo a las personas adultos mayores de escasos recursos.

           La Dirección de Adultos Mayores de la Secretaría de Acción Social (SAS), competente para la administración del Fondo relativo a proyecto concursable de promoción e integración social de Adultos Mayores.

           El Ministerio de Hacienda, Dirección de Pensiones no Contributivas (DPNC), competente para administrar el  pago al sector no contributivo de estos grupos que incluyen también a los Adultos Mayores, como los Veteranos y lisiados de la Guerra del Chaco que cobran una pensión de G. 1.530.672. Así cada excombatiente recibe por mes un total de Gs. 3.444.012 un equivalente en U$S 775.  También por fallecimiento de un veterano, el Estado beneficia a los familiares con un pago único de Gs. 9.184.032.-

           El Instituto de Previsión Social (IPS),  otorga la jubilación por invalidez, vejez y sobrevivencia, la jubilación proporcional, y la reapertura de servicios. En el área de salud, este Instituto habilitó un Hospital Geriátrico que posee 107 camas, 10 de ellas para terapia intensiva, además de los consultorios que atienden exclusivamente a las personas mayores. Ofrece por otro lado, curso a cuidadores para personas adultas mayores y una especialización en geriatría para médicos/as y enfermeros/as.

            El Ministerio de Educación (MEC), a través de un emblemático programa trabaja con personas  adultas mayores en la Campaña Nacional de Alfabetización para ciudades del interior a través del Programa “Paraguay lee y escribe”, de 4 meses de duración.       

Pregunta 7:

Sírvase proporcionar ejemplo de las mejores prácticas desde una perspectiva de los derechos humanos en su país en lo que se refiere a la aplicación, seguimiento, revisión y evaluación del PAIME.

           Actualmente, la pensión alimentaria para adultos mayores en situación de pobreza está extendida en todos los municipios de los 17 Departamentos del país, con 93.000 adultos mayores que recibieron la pensión a diciembre de 2013. Los mismos reciben una pensión alimentaria, con la cual se beneficia  52% a mujeres y 48% a hombres. La distribución de los beneficiarios por área de residencia es del 50% tanto para el sector rural como urbano. La población de personas adultas mayores, constituye uno de los sectores más vulnerables del país. La misma representa alrededor del 7,2% de la población total, es decir 481.763 personas, de las cuales cerca de 86.000 se encuentran en situación de pobreza moderada y 24.000 se encuentran en extrema pobreza. La bancarización de la totalidad de los beneficiarios de la pensión alimentaria está contribuyendo de manera efectiva en la inclusión financiera y social de este segmento de la población. 

Pregunta 8:

Sírvase proporcionar información sobre los principales desafíos (como los obstáculos institucionales, estructurales y coyunturales) que enfrenta su país en los distintos niveles de gobierno (comunal, provisional y nacional, etc.) para presentar, proteger y promover los derechos humanos de las personas de edad en la aplicación del PAIME.
Con relación al desarrollo social equitativo, de la dignidad, bienestar, libertades y oportunidades para las personas,  se examinan las siguientes líneas de acción con enfoque en la atención a las personas adultas mayores: 

• Focalizar el subsidio de adulto mayor al sector más vulnerable. 

• Expandir los programas de autocuidado para las personas mayores.

• Fomentar actividades inclusivas para la participación e integración social de los Adultos Mayores en todos los ámbitos o sectores de la sociedad: en la vida cultural, política, económica y espiritual de la comunidad. 

• Formación de recursos humanos para la atención de adultos mayores. 

• Fortalecer el servicio especializado de salud para Adultos Mayores. 

• Las necesidades específicas de personas con discapacidad deberán considerarse en el diseño y prestación de servicios públicos con el fin de facilitar su participación e inclusión social plena. 
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